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De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que contrario a lo afirmado por el abogado del señor Ramírez López, la negativa de los despachos accionados de sustituir la prisión carcelaria por la domiciliaria a la señora LLM se encuentra amparada en elementos probatorios y jurídicos suficientes. Por tal razón, no puede el juez constitucional emitir una orden con el fin de proceder al sustituto anhelado, so pretexto de amparar los derechos del señor JDRL, de quien pese a su edad y complicaciones de salud, no se acreditó en el plenario que se encuentra en estado de abandono, más aun cuando su deseo es permanecer en la casa que ha habitado por tantos años, por lo que no quiere contar con la ayuda que le puedan brindar en un hogar para adultos mayores.
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 1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el abogado Cristian Bernardo Gómez Mena, apoderado del señor José Duván Ramírez López en contra de los Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y del 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de esta ciudad, ante la presunta vulneración de los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida, a la vida digna, a ser protegido contra toda forma de abandono y a la prevalencia de sus intereses de su representado.
 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Del escrito presentado por el apoderado judicial del señor José Duván Ramírez López se puede extraer que la vulneración de los derechos fundamentales de su representado la funda en las decisiones que los despachos judiciales accionados han tomado en primera y segunda instancia, por medio de las cuales negaron a la señora Lucía León de Muñoz la prisión domiciliaria, quien es la compañera del señor Ramírez López desde hace más de 40 años, la cual le prodigaba toda clase de cuidados, afecto, amor y el sustento económico, toda vez que su representado tiene 81 años de edad y presenta múltiples padecimientos de salud derivados de hipertensión arterial, diabetes mellitus tipo 2, dislipidemia, cardiopatía isquémica con secuelas de infarto con coronaria, además presenta cáncer en la piel, especialmente en su rostro, las que se han agudizado desde que la señora Lucía León de Muñoz fue cobijada con detención en centro carcelario.

El abogado se refirió a los hechos por los cuales fue investigada y luego condenada la señora Lucía León de Muñoz a la pena principal de 9 años 1 mes y 23 días por los delitos de trata de personas en concurso heterogéneo con la conducta punible de concierto para delinquir agravado con fines de lavado de activos, negándosele la suspensión de la ejecución de la condena
Luego de referir algunos apartes de lo dicho por los juzgados demandados en los autos que negaron la prisión domiciliaria a la señora Lucía León de Muñoz, consideró que con esas decisiones se vulneraron los derechos fundamentales de su representado, persona de la tercera edad, de especial protección constitucional y quien se encuentra en absoluto abandono, consideró que se hace imperioso y urgente el retorno de su compañera, por ser la  única persona que lo puede asistir efectiva y económicamente, ya que no cuenta con más familiares ni hijos que concurran para tal fin. 

Indicó el togado que la acción de tutela cumple con los requisitos de procedencia y que a partir de los documentos allegados, se puede establecer que la señora Lucía León de Muñoz está inmersa en la definición contenida en el inciso 2º del artículo 2º de la Ley 82 de 1983 respecto de su compañero permanente, quien depende exclusivamente de su cuidado y  manutención, no solo por su avanzada edad, 81 años, sino por los problemas de salud y su pérdida de capacidad para laborar la cual supera el 50%, no pudiendo trabajar en la venta de lotería, que había sido su actividad, pero la que ya no puede ejercer por el cáncer de piel padecido; lo anterior, aunado a problemas sicológicos producidos por la larga ausencia de su compañera, lo que lo pone su vida en alto riesgo, según dictámenes de sicología y psiquiatría.   Tales situaciones han sido establecidas por la trabajadora social de la Comisaría de Familia por solicitud del juzgado de ejecución de penas y medidas de seguridad accionado.

Hizo alusión al cumplimiento de la función de la  pena por parte de la señora Lucía León de Muñoz, es decir la prevención general, prevención especial, retribución justa, reinserción social y la protección al condenado, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional en su jurisprudencia y lo  considerado por la Sala Penal de la Corte Suprema para concluir que la señora León de Muñoz podrá purgar la condena impuesta en su residencia,  toda vez que la misma presenta una conducta ejemplar en el establecimiento carcelario, sin que registre más antecedentes penales, máxime que se trata de una adulta mayor de 67 años de edad, quien ha cumplido aproximadamente 3 años y dos meses de la condena y ha redimido con estudio y trabajo otra cantidad de tiempo.  Por lo tanto, está dispuesta a una reintegración social y familiar como una persona más creativa y productiva, lo que podrá  continuar acatando desde su domicilio, sin colocar en peligro a la comunidad, ni evadirá el cumplimiento de la sanción, todo con el fin de salvaguardar a su compañero permanente adulto mayor y sujeto de especial protección del Estado.

Por lo anterior, solicitó tutelar los derechos fundamentales al señor José Duván Ramírez López a la salud en conexidad con la vida, a la vida digna, a tener una familia, a no ser separado de ella, a ser protegido contra toda forma de abandono y a la prevalencia de sus intereses y como consecuencia de ello, dejar sin efecto los auto emitidos por los  Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y del 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de esta ciudad, que han negado el sustituto de la prisión domiciliaria y en tal virtud, se ordene la sustitución de la prisión intramural por la prisión domiciliaria a la señora  Lucía León de Muñoz como amparo de los derechos fundamentales del señor José Duván Ramírez López.
Igualmente, el apoderado judicial del señor Ramírez López solicitó: i) tener en cuenta las pruebas allegadas al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad con la solicitud de la sustitución de la ejecución de la pena por prisión domiciliaria; ii) los informes de visitas social familiares que fueron realizadas al señor José Duván Ramírez López, a solicitud del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y la realizada por orden del Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira y en caso de no reposar en la carpeta, podrán ser solicitados en la Personería Municipal del Quimbaya, Quindío, iii) allegar de la oficina jurídica del centro carcelario de mujeres la Badea de Dosquebradas la certificación de la conducta de la señora Lucía León de Muñoz, así como de los estudios y trabajos realizados a la fecha y del tiempo que ha redimido y iv) si el juez de tutela lo requiere, se realice una nueva visita socio familiar al señor José Duván Ramírez López con el fin de que se verifique nuevamente las condiciones de indefensión, enfermedad y desprotección en las que se encuentra  (Fls. 1-16).
2.2. Adjuntó copia del poder otorgado por el accionante (Fls. 17 y 18).

2.3.  Mediante auto del 30 de enero de 2018 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se ordenó dar traslado de la misma a los juzgados accionados y con respecto a las pruebas solicitadas por el abogado del señor Ramírez López, las cuales fueron relacionadas en el numeral VII del escrito introductorio de la demanda de amparo  (Fl. 15), se consideró que las mismas se podían recaudar del material probatorio que reposa en el proceso de la señora Lucía León de Muñoz.  Por tal motivo, se ordenó que el juzgado antes referido facilitara el expediente de la señora Lucía León de Muñoz.  Igualmente, se solicitó al abogado Gómez Mena que informara cuál es la entidad prestadora de salud a la que se encuentra afiliado el accionante (Fl. 24).

3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
   

3.1. JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA
Informó que la señora Lucía León de Muñoz fue condenada por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de la ciudad mediante fallo del 14 de marzo de 2016, a la pena principal de 109 meses 23 días de prisión, al haberla hallado responsable del delito de trata de personas en concurso con los delitos de lavado de activos y concierto para delinquir, siéndole negada la suspensión condicional de la ejecución de la pena; razón por la cual, descuenta la misma en establecimiento carcelario desde el 22 de noviembre de 2014.

El 26 de mayo de 2016 se le negó a la sentenciada la prisión domiciliaria por cuanto la misma no ostentaba la condición de madre de familia, no tenía hijos menores de edad y porque se estableció que su cónyuge era una persona  con aceptable capacidad física y mental, quien debía ser apoyado por los 4 hijos de la señora León.  Dicha decisión fue confirmada a través del auto del 19 de septiembre de 2016 por el despacho que falló su proceso, en el  que además se argumentó que la condenada representó un considerable daño al conglomerado social y a la libertad individual de las víctimas.
Las anteriores consideraciones fueron reiteradas en  providencia del 28 de junio de 2017 cuando se resolvió una solicitud de sustitución de la medida de detención carcelaria por la prisión domiciliaria elevada por el nuevo defensor de la procesada.  Dicha decisión fue confirmada el 17 de octubre de 2017 por la juez de conocimiento, en el que se argumentó que la señora León no reportaría beneficio alguno a su cónyuge en su retorno al hogar, por cuanto la misma no tendría la disponibilidad de acompañarlo a citas o traslados a otras localidades, porque  su libertad de locomoción estaba restringida.  
Consideró que la acción de tutela es improcedente, ya que lo que se pretende es convertir la demanda de amparo en una tercera instancia, máxime que se ha contado con todos los mecanismos de defensa para la protección de los derechos de la afectado dentro del proceso que se vigila.

Manifestó que el defensor no puede “imposibilitar física y mentalmente al compañero de la sentenciada”, toda vez esa es una labor está reservada a los médicos especialistas. Así mismo, adujo que la difícil situación económica de la familia de la condenada no exige la concesión de la prisión domiciliaria, toda vez que se requiere de abandono o desprotección, lo que no se da en este caso.  Por lo tanto, mantiene su postura en las determinaciones que negaron la prisión domiciliaria.
Informó que mediante auto del 2 de febrero de 2018 se resolvió la solicitud domiciliaria acorde con los numerales 1º y 22 del artículo 314 del C.P.P.  (Fls. 29 y 30)

Se puso a disposición de la Sala el expediente donde aparece condenada la señora Lucila León de Muñoz.

3.2.  JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PEREIRA

Informó que la señora Lucía León de Muñoz fue condenada por ese despacho 14 de marzo de 2016, a la pena principal de 9 años 1 mes y 23 días de prisión por los delitos de concierto para delinquir, trata de personas y lavado de activos, sin derecho a subrogado penal algún, sentencia que no fue objeto de recurso y cobró su legal ejecutoria en la misma fecha de su emisión.

Señaló que ese despacho ha confirmado en dos ocasiones las decisiones del juez ejecutor mediante las cuales se le negó a la señora León de Muñoz en dos ocasiones  la concesión de del sustituto de la prisión domiciliaria por considerar que no acredita tal calidad frente  a su compañero sentimental; además, por la gravedad de las conductas punibles cometidas y del  impacto social que con ellas generó a la sociedad, al haberse probado que la sentenciada al interior de la organización delincuencial de la que hacía parte, era la encargada de captar mujeres incautas para enviarlas al exterior y explotarlas a través del ejercicio de la prostitución como una forma de esclavitud sexual. Por lo tanto, al acudir al test de ponderación de los derechos en conflicto, se determina que en este caso deben prevalecer los de la sociedad y de las víctimas.
Manifestó que contrario a lo afirmado en la demanda de tutela, en el cual se pretende demostrar la existencia de una penosa y alarmante situación de abandono en la que supuestamente se encuentra el señor Ramírez López, para el despacho es claro que no se vulneran sus derechos fundamentales por el hecho de que su a compañera de vida se le haya  negado el sustituto de la prisión domiciliaria. Sin embargo, ese juzgado ordenó a la Personería Municipal de Quimbaya, Quindío, que en coordinación con las autoridades competentes adelantara las gestiones necesarias para ubicar al señor Ramírez López, persona de edad avanzada y con complicaciones de salud, en un hogar para adultos mayores con el fin de que se le proporcionara una debida atención médica y asistencia requerida, dado su estado de incapacidad o indefensión.
De acuerdo a lo anterior, el 27 de octubre de 2017 se recibió de la Personera del Municipio de Quimbaya un oficio en el que dio a conocer que no obstante haber ubicado al señor José Duván Ramírez López en el hogar Santo Domingo Savio de esa municipalidad, este manifestó su deseo de no ingresar al mismo argumentando que cuenta con el apoyo de los hijos de su esposa que residen en el exterior, así como de los vecinos del sector.  Además, con base en las conclusiones plasmadas por la trabajadora social que adelantó dicha gestión, no se evidencia grado de incapacidad, desprotección o indefensión del señor Ramírez López.

Por lo anterior, consideró que la acción tutela no está llamada  a prosperar, toda vez que fue la señora León decidió incursionar en el delito, sin pensar en la situación en la que podía quedar su compañero en caso de su ausencia en el hogar (Fl. 31).

Adjuntó copia de las providencias de segunda instancia donde se confirmó la negativa de la concesión del subrogado a la señora Lucía León de Muñoz y de los oficios de la Personera de Quimbaya, aludidos en la respuesta (Fls. 32- 39). 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Corporación.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.3.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.4. En primer lugar, como quiera que en el asunto objeto de estudio, los jueces demandados mediante providencias de primera y segunda instancia en las que se negó el sustituto de la prisión en centro carcelario por la domiciliaria a la señora Lucía León de Muñoz, como madre/mujer cabeza de familia, resulta necesario señalar que la posibilidad de accionar por vía Constitucional en contra de decisiones judiciales no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Al respecto, la jurisprudencia ha venido decantando la posibilidad de controvertir una decisión judicial cuando ella constituye lo que se conocía como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: “ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.4.1. La Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.
ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi)          Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.5. No cabe duda que en el caso que ocupa la atención de ésta Corporación, están en juego derechos fundamentales de un adulto mayor, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido reiterativa sobre el principio de la subsidiariedad el cual implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues la acción de tutela no puede desplazar los mecanismos judiciales previstos en la regulación ordinaria.  Sin embargo, se ha estimado la procedibilidad de la acción de tutela cuando es promovida por personas de la tercera edad, así
:  "En los casos en que esté amenazado o se haya producido una vulneración del derecho a llevar una vida digna, las personas de la tercera edad gozan de una protección excepcional, que hace procedente la tutela, a pesar de la existencia de otros medios de defensa, cuando constituya un mecanismo necesario para prevenir la consumación de un perjuicio irremediable. Esta sub-norma constitucional, que se ha formulado como un principio de cautela, para asegurar la vigencia de los derechos de las personas que por sus condiciones físicas no se encuentran en condiciones de igualdad con la generalidad de la población, está fundamentada en el carácter prevalente que la propia axiología constitucional le otorga a la protección de los derechos fundamentales, como soporte y razón de ser del Estado social de derecho" [19] (subrayas fuera del texto original)
 

Así mismo, ha considerado la eficacia e idoneidad de este mecanismo cuando además de la carencia absoluta de recursos, el accionante es también una persona de la tercera edad:  “esta Corporación ha manifestado que, ‘por la disminución de sus capacidades físicas, la reducción de las expectativas de vida y la mayor afectación en sus condiciones de salud, estas personas constituyen uno de los grupos de especial protección constitucional’[21] y, por este motivo, resulta para ellos desproporcionado ser sometidos a esperar que en un proceso ordinario se resuelvan sus pretensiones”
 

 
4.6. PROBLEMA JURÍDICO 

Con base en los precedentes constitucionales, la Sala encuentra que la presente acción de tutela es el instrumento eficaz con el cual dispone el  accionante para reclamar la protección de sus derechos fundamentales, ya que es un hombre de 81 años de edad con dificultades físicas y económicas.   Por lo tanto, se pasará al estudio el caso en concreto con el fin de determinar si con las decisiones tomadas por las autoridades judiciales accionadas se configuró alguna vía de hecho generadora de vulneración en los derechos fundamentales al señor José Duván Ramírez López, al haberse negado la prisión domiciliaria a su compañera sentimental, señora Lucía León Muñoz.

4.7. CASO EN CONCRETO
4.7.1. En el caso sub examine, se observa que el abogado del accionante pretende que por la extraordinaria vía constitucional se dejen sin efecto sin efecto los autos emitidos por los Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y del 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de esta ciudad, que han negado el sustituto de la prisión domiciliaria de la compañera sentimental de su prohijado y en tal virtud, se ordene la sustitución de la prisión intramural por la prisión domiciliaria a la señora  Lucía León de Muñoz.

4.7.2. Revisado el expediente de la señora Lucía León de Muñoz, radicado bajo el No.66001 31 87 001 2016 33114, el cual fue facilitado por el J1EPMS de esta ciudad, observa esta Sala que los despachos accionados en el caso de la compañera permanente del accionante, argumentaron en sus decisiones que no se configuraban los supuestos fácticos para los cuales el legislador estableció la posibilidad de sustituir la detención preventiva en establecimiento carcelario, por el domicilio, pues la causal invocada de que la misma ostenta la calidad de cabeza de hogar, no recaía sobre la señora León de Muñoz. 
i) Al respecto, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad en auto del 28 de junio de 2017 resolvió negar el sustituto penal de la prisión domiciliaria a la señora Lucía León de Muñoz, bajo las siguientes consideraciones (Fls. 435 y 436):

“(…) Sea lo primero señalar, que como madre y/o madre cabeza de hogar puede definirse aquella persona que se encuentra en forma única cuidando de los hijos menores o personas discapacitadas física o psicológicamente, imponiéndole así prestar la colaboración necesaria para atender las necesidades del hogar.

Si analizamos, las condiciones familiares de la señora LUCIA LEON DE MUÑOZ, según se desprende del informe de visita domiciliaria presentado por la comisaria de familia de Quimbaya, Quindío y los documentos obrantes en el expediente como lo es la historia clínica, se concluye que no se cumplen los requisitos que exige la referida disposición para considerarla madre cabeza de familia. Si bien el compañero permanente de la sentenciada presenta quebrantos de salud reflejados en problemas de diabetes, del corazón, hipertensión, trastorno depresivo recurrente entre otros, no acredita incapacidad o discapacidad permanente alguna que permita concluir que la única opción para protegerlo sea tener en el hogar a la aquí condenada, no existe certificación médica que así lo demuestre.

Por otro lado, se desprende de la solicitud elevada por el abogado de la sentenciada, declaraciones extra juicio en las que se logra establecer que el señor José Duván Ramírez cuenta con el apoyo de los vecinos quienes le colaboran con alimentación, medicamentos y en algunos casos con dinero.

En lo que respecta a la exigencia subjetiva consistente en el buen desempeño personal, social, familiar y laboral de la sentenciada, al que se refiere la ley que regula la prisión domiciliaria como madre o madre cabeza de familia, en lo que respecta al caso concreto, este servidor judicial no puede dar un diagnóstico favorable, en lo que al comportamiento social y personal se refiere respecto de la señora LUCIA LEON DE MUÑOZ y ello se desprende del actuar delictivo en que se vio involucrada, pues de la sentencia condenatoria se extrae que el juez tallador efectuó una valoración de la conducta punible y lo hizo puntualmente en las consideraciones dadas en el apartado número 7, donde indicó que " (...) la valoración de la gravedad de la conducta punible, no le favorece, en la medida que la justiciable propició una particular arma social: como jefe de hogar que dice ser, se concertó con otras personas, entre ellas su hija, para una conducta de la naturaleza que aquí se atribuye, la cual ni más ni menos constituye una forma de esclavitud, que a menta et más alto reproche social, de allí que el Estado, a través de los servidores judiciales, debe dar aplicación a la función dinámica de la pena mediante la imposición de sanciones que castiguen con el rigor requerido, delitos de este talante(...)".

De lo anterior se vislumbra que la conducta desplegada por la sentenciada, no permite dar un diagnostico favorable, su actuar delictivo tiene más capacidad nociva que otros delitos, pues en la organización criminal que tenían constituida, el único fin perseguido era el lucro de manera rápida, burlando la ley, coartando su libertad, teniendo en cuenta que captaban mujeres jóvenes, de escasos recursos económicos, con familia, a quienes trasladaban a territorio extranjero bajo propuestas laborales, con el fin de explotarlas en la modalidad de prostitución ajena. Lo que hace concluir que no se pueda emitir un diagnostico favorable respecto de su personalidad y vida en su actuar social, que a juicio de este dispensador de justicia requiere de un tratamiento mucho más severo.

Si bien lo anterior constituye propiamente la valoración de la conducta punible, sirve como fundamento para que la judicatura dé un pronóstico negativo de la personalidad de la sentenciada y sirva como fundamento para ser tenido en cuenta a la hora de efectuar la valoración subjetiva que entraña el sustituto penal de la prisión domiciliaria como madre cabeza de familia, sin que se pueda obviar o desconocer por parte del juez ejecutor de la pena, esta valoración. (…)”
ii) La anterior decisión fue apelada por el abogado Cristian Bernardo Gómez Mena, según el escrito radicado el 10 de julio de 2017 y del que se observa que el censor utilizó los mismos argumentos que sirvieron para instaurar la presente acción de tutela (Fls. 438-462).

iii) Por su parte, el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, mediante auto de segunda instancia del 17 de octubre de 2017, confirmó el interlocutorio proferido el 28 de junio por el J1EPMS antes referido con fundamento en los siguientes argumentos (Fls. 484-486):

“(…) Si bien, es cierto, la condición de padre o madre cabeza de familia no se predica solamente respecto a que se tengan a cargo hijos propios menores o mayores con algún grado de discapacidad, porque es clara la Ley 82 de 1993, modificada por el artículo I de la Ley 1232 de 2008, cuando hace referencia a otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, también lo es que es necesario que haya ausencia total de ayuda de otros miembros de la familia.

De allí que, como ya se argumentó en anterior decisión, en el caso de Lucía León de Muñoz en principio podría predicarse esa condición respecto de su compañero permanente José Duvan Ramírez López, con quien no solamente ha convivido por más de cuarenta años, sino que según se informa, ha dependido siempre de ella como quiera que se trata de una persona de edad avanzada, incapacitada para trabajar y con una seria complicación de salud como es "tumor maligno de la piel de otras partes y de las no especificadas de la cara" entre otras importantes patologías, según lo documentado con la solicitud, historia clínica aportada; empero, muy a pesar de las condiciones en que aparentemente vive el señor José Duvan Ramírez López y de contar con la caridad de sus vecinos, quienes le proveen alimento, medicamentos y en algunas ocasiones también dinero, en oposición a lo que predica el señor defensor recurrente, es claro que si bien no existe una obligación legal respecto de los hijos de Lucía León frente al señor José Duvan, si existe un compromiso de índole moral o afectivo, dado el vínculo de crianza y apoyo que como padre adoptivo ejerció el señor José Duvan sobre estas personas, quienes según se tiene información dentro de las diligencias, son mayores e independientes, de manera que les asiste un deber moral, aun cuando no sea legal, frente a quien ha sido el compañero de vida de su progenitora por más de 40 años, lo que implica que están llamados a suplir cualquier deficiencia de su señora madre respecto de su compañero. En ese entendido, no se cumple con lo señalado por la norma por cuanto no existe una deficiencia sustancial de los demás miembros de la familia, que hiciera necesario el retorno de la sentenciada a su lugar de residencia.

De otra parte, a pesar que en el informe rendido por la Trabajadora Social de la Comisaría de Familia de Quimbaya, Quindío
, se indica la situación de desprotección e incapacidad en que se encuentra el adulto mayor José Duvan Ramírez López, quien cuenta con 80 años de edad, y a quien le ha producido una gran afectación emocional y depresiva la ausencia de su compañera Lucía León de Muñoz, pues era la persona que lo asistía y lo acompañaba en sus desplazamientos a citas médicas, lo que ha sido resaltado por el togado al sustentar la impugnación, se hace necesario indicarle que en nada lo favorecería la prisión domiciliaria de la señora Lucía, porque ella no estaría en condición de ejercer tal acompañamiento a citas y controles médicos dentro o fuera de la ciudad, como quiera que persistiría la privación de su libertad, de tal manera que la persona que se haga cargo del señor José Duván necesariamente tendrá que disponer de las condiciones adecuadas que le permitan ejercer el cuidado de sus enfermedades y pueda velar por su sostenimiento, manutención y apoyo en los desplazamientos médicos.

Asimismo, se debe recordar que no basta con predicarse la condición de mujer cabeza de familia, por tener a cargo la jefatura del hogar, para la procedencia de la prisión domiciliaria estatuida en la Ley 750 de 2002, ya que deben analizarse los presupuestos señalados en esta disposición, entre los cuales se encuentra el buen desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora, lo que necesariamente remite al análisis de la conducta delictiva cometida por la peticionaria y las circunstancias en que se desarrolló tal ilicitud. Al respecto, cobra importancia la valoración efectuada en sede de sentencia sobre la cual se fundamentó la negativa del subrogado en esa oportunidad y que de igual manera fue tenida en cuenta por el Juez de ejecución de penas en la decisión confutada.

En efecto, apartándonos de las alegaciones que en materia de grado de participación y responsabilidad hizo el señor defensor en su escrito de apelación, pues a esta altura del proceso, cuando ya existe una sentencia de condena en firme, no son de recibo sus argumentaciones, un repaso por ese acápite, permite concluir que las conductas desplegadas por la señora Lucía León de Muñoz representaron un considerable daño al conglomerado social y a la libertad individual de quienes resultaron víctimas de tales ilicitudes, como consecuencia de ello, no sería garantía para la sociedad retornarle al seno de su familia, pues, recuérdese que la aquí sentenciada se dedicaba a coordinar y a adelantar los trámites para los traslados con destino a ciudad de Panamá, de una ciudadanas, quienes fueron captadas por otra miembro de la organización delictiva, con el ardid que irían a laborar en dicho país, donde al llegar, fueron informadas, por otros miembros de la organización, que la deuda que habían adquirido por su traslado debían pagarla a través de la prestación de servicios sexuales, cuyos dineros deberían entregar a la misma organización, amén que desde el momento en que llegaron al lugar en que debían pernoctar, fueron permanentemente vigiladas y custodiadas.

También se conoció al interior de las diligencias, que desde Panamá se enviaba a Colombia dinero en pequeñas cantidades para financiar el viaje de las víctimas y pagar las comisiones a quienes trabajaban para la organización delictiva, y era la señora Lucia León de Muñoz quien recibía estos giros de manera directa para darles apariencia de legalidad.

Amén de lo anterior, se tiene que una hija de la sentenciada, hacía parte de la citada organización delincuencial, lo cual indica que en torno a esa delincuencia había una empresa familiar.

Es muy evidente, el delito de trata de personas con fines de explotación sexual es una conducta reprochada internacionalmente, dadas las aberraciones a las que son sometidas las incautas mujeres que son víctimas de estas organizaciones, al punto que existe, un compromiso generalizado de todos los países de luchar contra esta forma de criminalidad, lo que implica, prevenir su práctica y velar por una debida respuesta del derecho penal, el cual se materializa, entre otros aspectos, en una sanción ejemplarizante para los responsables de tales comportamientos y en eso se concede total razón al señor juez A quo.

Es por ello, que la apreciación sobre la conducta desarrollada por la condenada no puede ser igual al que se hace frente a otros delitos, en ese orden, al ponderar los derechos en conflicto, se coincide con el del juez que vigila la pena, porque se considera que deben prevalecer los intereses de las víctimas y de la sociedad, por encima de las prerrogativas que, a través de la concesión de la prisión domiciliaria, se reclaman por parte de la condenada, máxime cuando aquí se observa, que nada le importó a la sentenciada su condición de jefatura de hogar al momento de incursionar en el delito (…)”.

iii)  Aunado a lo anterior, en la providencia del 17 de octubre de 2017 emitida por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado  en su numeral segundo se dispuso lo siguiente (Fl. 486):

“Ordenar a la Personería Municipal de Quimbaya, Quindío, que en coordinación con las entidades competentes, adelante las gestiones necesarias para que se ubique al señor José Duván Ramírez López en un hogar para adultos mayores con que cuente el municipio o con el cual tenga contratación de tal servicios, a fin de que le proporcione la atención médica y asistencia que requiere, dado el grado de desprotección, incapacidad e indefensión en que se encuentra, ante la multiplicidad de enfermedades y la avanzada edad con que cuenta”  
iv) Al respecto, la Personera Municipal de Quimbaya, Laura Cristina Osorio Cortés expidió el oficio No.PMQ-2017-382 del 27 de octubre de 2017, el cual fue dirigido a la doctora Luz Stella Ramírez Gutiérrez, Jueza Primera Penal del Circuito Especializado de Pereira con el fin de dar a conocer que se había requerido al Municipio de Quimbaya el 19 de octubre de 2017 que proporcionara al señor José Duván Ramírez López las garantías que requiería de carácter urgente debido al grado de vulnerabilidad e indefensión en que se encontraba.  Así mismo, puso de presente que la Trabajadora Social del Hogar Santo Domingo Savio de Quimbaya, Quindío había rendido el 27 de septiembre (sic) de 2017 un informe de la visita socio familiar al señor Ramírez López quien indicó que no era su deseo ingresar al mencionado hogar y que se pudo concluir que el mismo cuenta con red de apoyo de los hijo de la esposa que residen en el exterior y de los vecinos del sector (Fl. 493 frente y vuelto)

v) De acuerdo a lo anterior, se observa que en el informe de visita socioeconómica emitido por la señora Eliana Marcela Urrea Grisales, Trabajadora Social del Hogar Santo Domingo Savio con fecha del 27 de septiembre (sic) de 2017, en el que indica que el 27 de octubre de 2017 a las 9:00 de la mañana se obtuvo lo siguiente  (Fls.  495 vuelto y 496 frente):
“El señor en mención, vive solo desde hace tres años aproximadamente en el Barrio Laureles, Manzana 12 casa N° 15, el adulto se encuentra solo debido a que su esposa se encuentra en prisión. El adulto se sostiene a través del dinero que los hijos de su esposa le envían desde el extranjero, de este modo la pareja se encarga de hacerle llegar aproximadamente doscientos mil pesos mensuales ($200.000), para el pago de servicios y transporte para citas médicas a la ciudad de Armenia, la alimentación la obtiene de la ayuda de comunidad, quienes se la suministran, adicionalmente la vivienda es propia, consta de dos plantas, está en obra blanca, cuenta con adecuadas condiciones de higiene, organización, iluminación, desplazamiento interno. La habitación del adulto está en condiciones higiénicas, tiene facilidad de desplazamiento, su armario para guardar pertenencias, adicionalmente la vivienda cuenta con todos los servicios públicos, recolección de basuras, acceso para el transporte, no se visualiza riesgos en la infraestructura.

En cuanto a la situación familiar, el adulto expresa que está en Unión Ubre hace 48 años, viven en el vecindario hace 25 años, no tiene más familia con la que cuente como red de apoyo, sin embargo, esta solo en casa desde que su esposa fue detenida, por lo cual sale todos los días a socializar con sus amigos, ya que no le gusta permanecer solo, mientras que cuando su esposa estaba en libertad él permanecía más tiempo en casa.

Antecedentes médicos; tumor maligno de la piel, diabetes mellitus, cardiopatía isquémica con secuelas de infarto, hipertensión arterial e hiperliptomia. Adicionalmente tiene antecedentes de "cuadro recurrente de depresión más desesperanza   aprendida   con   ideas   suicidas",   'Valoración psicológica... encontrándose una persona desmotivada y devastada emocionalmente"

El adulto asistió a psiquiatría entre el mes de febrero y marzo, sin embargo, manifiesta que "me iban a dejar hospitalizado y no volví". De manera continua expresa que, "para mi es imposible irme para el ancianato, no voy a tener libertad, porque yo estoy en mi casa, no la puedo dejar sola, porque yo llevo muchos años en esto barrio, si me voy para allá ahí sí que menos quiero vivir, además yo todos los días espero a mi esposa y si me voy no puedo volver a visitarlo cada 15 días"

Cabe resaltar que el adulto ofrece respuestas coherentes, claras a la entrevista, expresando con toda claridad que no desea aceptar un cupo en el Hogar del Anciano.

Por experiencias anteriores con adultos que han sido retirados de su hogar, se puede anotar que, estos han entrado en un estado de depresión, donde se visualiza pérdida del apetito, aumento de desesperanza y deseo de no continuar con vida.

Teniendo en cuenta las condiciones de vida del adulto quien tiene un vínculo con su vivienda, vecindario y su esperanza es esperar a su esposa, si este se retira de su hogar, se va a aumentar la ideación suicida que se expresa en los antecedentes médicos, por ende el Hogar Santo Domingo Savio, aunque tuviera disponibilidad de cupo, no puede obligar al adulto a trasladarse a vivir allí, ya que el aun goza de autonomía y puede tomar decisiones sobre su propia vida.”

4.7.3.  El artículo 1º de la Ley 82 de 1993 se define el concepto de mujer cabeza de familia la siguiente: “quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, psíquica o moral de cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.” (Subrayas propias) 
4.7.4. En torno a la protección debida a la mujer cabeza de familia la Corte Constitucional ha expresado lo siguiente:  “…La Corte ha señalado que esa protección especial para la mujer cabeza de familia se explica, por una parte, por las condiciones de discriminación y marginamiento a las que se ha visto sometida la mujer durante muchos años, y, por otra, por el significativo número de mujeres que por diversos motivos se han convertido en cabezas de familia, y deben asumir, en condiciones precarias y sin apoyo de ninguna naturaleza, tanto las responsabilidades del hogar como las propias de la actividad de la que derivan el sustento familiar…”.

4.7.5. La ley 750 de 2002 establece las normas que se deben cumplir para ser beneficiario de la prisión domiciliaria por el hecho de ser mujer cabeza de familia: “…La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:  (…) Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo (…)” (Subrayas fuera del texto original)
4.7.6.  Ahora bien, el artículo 461 del C.P.P. dispone: “Artículo 461. Sustitución de la ejecución de la pena. El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad podrá ordenar al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario la sustitución de la ejecución de la pena, previa caución, en los mismos casos de la sustitución preventiva.”  Al respecto, la Corte Constitucional señaló lo siguiente
: 

“el artículo 461 de la Ley 906 de 2004, redujo el examen sobre la procedencia del sustituto penal en cita a la verificación de la calidad de madre cabeza de familia de quien solicita el subrogado penal, a cuyo efecto faculta al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para ordenar al INPEC la sustitución de la ejecución de la pena, previa caución, a la que bajo criterios de excepcionalidad, necesidad, adecuación, proporcionalidad y razonabilidad, se accederá “en los mismos casos de sustitución de la detención preventiva”, a saber (art. 314 L. 906 de 2004, modificado por el art. 27 L. 1142 de 2007
): 

“En punto de la procedencia de la prisión domiciliaria para la madre cabeza de familia la Sala ha señalado la necesidad de conciliar el contenido normativo de la Ley 750 de 2002 con el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, precepto que hace menos exigentes los requerimientos para su concesión…

… de esa manera, la aplicación de la prisión domiciliaria no está limitada por la naturaleza del delito, ni está supeditada a la carencia de antecedentes penales y, menos aún, a la valoración de algún componente subjetivo. Además, se condensan los tres elementos que viabilizan la aplicación del principio de favorabilidad, como son, el carácter sustancial del instituto, la sucesión de leyes en el tiempo y la simultaneidad de sistemas.” 

Posteriormente, la Corte Constitucional estudió el caso de una madre cabeza de familia condenada a pena privativa de la libertad en establecimiento carcelario, que solicitaba la sustitución de la prisión intramuros por la domiciliaria, para cuya decisión se abordó el análisis sobre el principio de favorabilidad en la aplicación de la Ley 906 de 2004, precisándose que
 “en el esquema del actual sistema de procesamiento, la posibilidad de acceder al mecanismo de la prisión domiciliaria por virtud de lo dispuesto en la Ley 750 de 2002, a partir de las disposiciones más benignas que regulan la materia (Ley 906 de 2004, artículo 314-5), está supeditada a que se demuestre dentro del proceso, que se tiene la condición de ‘cabeza de familia’.” 

En suma, de acuerdo a adicionales pronunciamientos de esta corporación
 y lo expuesto por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre el principio de favorabilidad en la aplicación de la Ley 906 de 2004, se puede concluir que esta nueva preceptiva sobre los sustitutos penales para la mujer cabeza de familia, tiene aplicación prevalente por ser más ventajosa.” (Subrayas propias)
4.7.7.   El principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:     “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)

Por lo acabado de subrayar, si se accediera a lo pretendido en la demanda de tutela, sería como desconocer los procedimientos y decisiones que en ejercicio de su competencia emiten los funcionarios judiciales, lo que iría en contraposición a la finalidad de la acción de tutela, por lo tanto, la misma no se puede utilizar como una tercera instancia adicional o paralela para estudiar las determinaciones que en su momento y de acuerdo a su competencia, tomó el juez accionado.

4.7.8.  Igualmente, para que la acción de tutela resulte ser procedente frente a una providencia judicial, es necesario que la parte actora identifique los hechos que generaron la vulneración de los derechos, y que los mismos los hubiere alegado en instancia, lo que en este asunto no sucedió.  Al respecto  se tiene que “Si bien la acción de tutela fue diseñada para que el ciudadano corriente concurriera en la defensa de sus derechos de modo inmediato y sin necesidad de hacerse representar por abogado, para el caso concreto contra providencias acontece el escenario de la sofisticación: la proposición y la defensa de la vía de hecho es hoy una técnica muy sofisticada, que utiliza un lenguaje propio y que se despliega en un gran número de reglas jurisprudenciales. Por eso la proposición de la vía de hecho, se ha vuelto cada vez más formal, resultando necesaria: la presentación precisa de los hechos, de modo que se evidencia claramente la violación de los derechos fundamentales; la especificación de los derechos vulnerados, y más precisamente, la identificación del defecto o de la causal especial de procedibilidad que ha configurado propiamente la vía de hecho”
.   (Subrayado fuera de texto). 

4.7.9 Conforme a lo acabado de analizar, los funcionarios demandados  concluyeron que la sentenciada, Lucía León de Muñoz no cumple con los requisitos legales para acceder a la prisión domiciliaria y en tal sentido, la acción de tutela no puede convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo que ya fue objeto de estudio, toda vez que sus valoraciones y decisiones se efectuaron conforme a la autonomía reconocida constitucionalmente, y una disparidad de criterio, como la plasmada en la demanda no puede ser fundamento para dejar sin valor y efecto lo resuelto por los jueces naturales.

4.7.9. Así las cosas, esta Sala no evidencia vulneración de garantías fundamentales del señor José Duván Ramírez López, pues el hecho de que los juzgados accionados no hubieran concedido el mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad a la señora Lucía León de Muñoz, toda vez que  ello obedeció a la falta de acreditación del abandono total del actor, sino del estudio que del procedencia del subrogado penal ya se había hecho el análisis pertinente y del que se indicó no  podía otorgarse, como consecuencia de la conducta desplegada por la señora León representó un considerable daño al conglomerado social y a la libertad individual de las víctimas.
4.7.10. De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que contrario a lo afirmado por el abogado del señor Ramírez López, la negativa de los despachos accionados de sustituir la prisión carcelaria por la domiciliaria a la señora Lucía León de Muñoz se encuentra amparada en elementos probatorios y jurídicos suficientes. Por tal razón, no puede el juez constitucional emitir una orden con el fin de proceder al sustituto anhelado, so pretexto de amparar los derechos del señor José Duván Ramírez López, de quien pese a su edad y complicaciones de salud, no se acreditó en el plenario que se encuentra en estado de abandono, más aun cuando su deseo es permanecer en la casa que ha habitado por tantos años, por lo que no quiere contar con la ayuda que le puedan brindar en un hogar para adultos mayores. 

Consecuente con lo discurrido, se negará el amparo invocado por el abogado del accionante.

DECISIÓN
Con base en las anteriores consideraciones, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del señor José Duván Ramírez López en contra de los  Juzgados 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y el 1º Penal del Circuito Especializado, ambos de Pereira, Risaralda, 
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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